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AUDIENCIA DE ALEGATOS.
En la ciudad de León, Guanajuato, siendo las 11:30 once horas con treinta minutos del día 03 tres de agosto del año 2020 dos mil veinte, fecha y hora señalada para la celebración de la audiencia de alegatos, el Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, Maestro JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA,, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe; declara abierta la audiencia de alegatos, y se lleva a cabo, sin la asistencia de las partes, por lo que no habiendo pruebas por desahogar, con fundamento en el artículo 287 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en esta audiencia se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El día 11 once de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve, el ciudadano (…) presentó  demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Admisión de la demanda y pruebas.

SEGUNDO.- Por auto de fecha 21 veintiuno de octubre del año 2019 dos mil diecinueve, previo requerimiento, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y la prueba documental  ofrecida y descrita en los puntos 01 uno y 02 dos del apartado de pruebas de su escrito de demanda,  la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal; y se negó la suspensión. . . . . . 

Contestación de la demanda y admisión de pruebas.

TERCERO.- El día 19 diecinueve de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, las autoridades demandadas presentaron en común la contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 21 veintiuno de ese mismo mes y año, al Director de Verificación Urbana Adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano se le tuvo contestando la demanda y, se  le admitieron  las pruebas documentales aceptadas a la parte actora, en el auto de radicación y, la presunción legal y humana  en lo que le beneficie;  previo a acordar sobre la documental anunciada en los puntos II y III, se le requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles las exhibiera, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se le tendría por no admitida; asimismo, previo a acordar sobre la contestación del supervisor demandado, se le requirió para que en el termino de 05 cinco días hábiles exhibiera el original o copia certificada del documento con que acreditara su personalidad, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se le tendría por no contestada la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . .
Se cumple requerimiento y se hace efectivo apercibimiento.

CUARTO.- El 06 seis de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, el autorizado de las demandadas presentó promoción; y, por auto de fecha 08 ocho de enero del año 2020 dos mil veinte, al Director de Verificación Urbana demandado, se le admitió la documental descrita en los puntos II y III de su escrito de contestación, la que por su propia naturaleza se tuvo por desahogada en ese momento procesal; asimismo, se tuvo al Supervisor demandado por no dando cumplimiento a lo requerido en autos, por lo que se le tuvo por no contestando la demanda; además, se fijó fecha y hora para celebrar  audiencia de alegatos,  sin que fuera posible llevarla a cabo, y mediante acuerdo del día 17 diecisiete de julio del año en curso se señaló la nueva fecha de audiencia, en la que se emite la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse actos administrativos atribuidos al Director de Verificación Urbana del Municipio de León, Guanajuato, y de un Supervisor Adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.

SEGUNDO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Director de Verificación Urbana demandado en su contestación,  no hizo valer causales de improcedencia, en tanto que, a  el Supervisor demandado se le tuvo por no contestando la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No óbice a lo anterior, este Juzgador de oficio procede a analizar la causal de improcedencia prevista en la fracción I del mencionado artículo 261. . . . . . . . . . . 

Para este resolutor, se ACTUALIZA esa causal de improcedencia que decreta el sobreseimiento del proceso, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . .

El artículo 243, párrafo segundo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; en este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que el interesado es quien tiene un interés jurídico; mientras que el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico; preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

“Artículo 243.-...  

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.” 
“Artículo 9.-… 

Interesado es todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento, por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.”

 “Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

A).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que el derecho subjetivo, se entiende como la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables, a saber: a).- Una facultad de exigir; y, b) Una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. Al respecto, se reproduce el criterio sustentado en la tesis aislada XVI.2o.A.T.4 A, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”
 . . . . . . . .

Mientras que, la otrora Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, respecto al interés jurídico en el proceso administrativo ha sostenido el criterio visible en los Criterios 2000-2010, criterios 2004, página 150, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . 
“INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.- En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). . . . . . . . . . . . .. . .  

A su vez, la doctrina con respecto al interés jurídico lo denomina derecho subjetivo de carácter administrativo, por su parte, el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, en la interposición del proceso, es requisito sine qua non que el promovente, cuente con interés jurídico y, en su caso, que acredite que el acto o resolución combatida afecta de modo cierto e inmediato su esfera de derechos; sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esta tesitura, podemos concluir que para la procedencia del proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos señalados en supralíneas, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo legítimamente reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a su esfera de derechos, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En este orden de ideas, conforme a lo establecido por el artículo 256 del Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato en relación con el artículo 105 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, previo a la utilización de un bien inmueble ubicado en el Territorio del Estado de Guanajuato, en el que se pretenda realizar obras, acciones, actividades, servicios, proyectos o inversiones, deberá contar con el permiso de uso de suelo y la autorización de uso y ocupación, numerales que establecen: . . . . . . . . 

“Artículo 256. La persona física o jurídico colectiva, pública o privada, que pretenda realizar obras, acciones, actividades, servicios, proyectos o inversiones en cualquier área o predio ubicado en el territorio de Estado, deberá obtener, previamente a la ejecución de las mismas, el permiso de uso de suelo que expidan las autoridades municipales.

Artículo 105.- Para la utilización o uso de predios o inmuebles que no se encuentren destinados a usos habitacionales, es necesario obtener previamente el permiso de uso de suelo y la autorización de uso y ocupación en los términos del Código Territorial y el presente Código.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Como se advierte de estos preceptos, todo bien inmueble que no se encuentre destinado a uso habitacional, deberá previamente obtener el permiso de uso de suelo y la autorización de uso y ocupación correspondiente. . . . . . . . . . . . . . 

Así, es el caso que la parte actora controvierte: a). La notificación de la orden de inspección, de fecha 15 quince de marzo del año 2019 dos mil diecinueve; b).  Acta de ejecución de acuerdo de fecha 19 diecinueve de marzo del año 2019 dos mil diecinueve; y, c).  Resolución de fecha  11 once de junio del año 2019 dos mil diecinueve, y en la que se impuso a la parte actora una multa por la cantidad de $12,673.50 (Doce mil seiscientos setenta y tres pesos 50/100 Moneda Nacional), ello por no contar con la autorización de uso y ocupación de uso de “Comercio de Abarrotes y Rastro Bobino y Porcino”, respecto al inmueble ubicado en calle Principal número 159 ciento cincuenta y nueve, colonia y/o fraccionamiento y/o predio San Juan Otates de esta ciudad; actos todos ellos emitidos dentro del expediente 0135/2019-U. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, quien demanda no demostró en la secuela procesal contar con  la autorización de uso y ocupación,  para uso de  comercio de abarrotes y rastro bobino y porcino respecto al inmueble referido, de esta manera al ser una actividad regulada por el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, resulta que para un bien inmueble en el territorio del Municipio de León, Guanajuato, cuyo uso de suelo no es el destinado a habitacional, es menester obtener el  permiso de uso de suelo  y la autorización de uso y ocupación respectiva, según el tipo de actividad, cumpliendo los requisitos reglamentarios y el pago de los derechos respectivos, conforme a la Ley de Ingresos para el Municipios de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, partiendo de esta premisa no existe impedimento para concluir que los actos controvertidos y vinculados al inmueble ubicado en calle Principal número 159 ciento cincuenta y nueve, colonia y/o fraccionamiento y/o predio San Juan de Otates de esta ciudad, sólo pueden ser controvertidos por quien cuente con la autorización de uso y ocupación  respectiva, pues estos son el acto administrativo que origina el derecho subjetivo administrativo, ya que no debe perderse de vista que estamos ante una actividad regulada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior es así, en virtud de que, si bien es cierto que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 1°, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta norma fundamental y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pero también lo es que conforme a lo dispuesto por el tercer párrafo de este artículo, el Estado a través de los Órganos administrativos y Jurisdiccionales, se encuentra constreñido a proteger, garantizar y a reparar las violaciones a los Derechos Humanos, en los términos que establezca la Ley, entendidas en una acepción amplia, por lo que comprenden las Leyes, Códigos y Reglamentos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por ello, debe tenerse presente que en nuestro Orden Jurídico la reparación de los Derechos Humanos se encuentra supeditada al reconocimiento y a la protección de una norma jurídica, de ahí que en el proceso administrativo también se debe acreditar la existencia de ese derecho humano o derecho subjetivo público que se afirma fue violado y la afectación que sufre la parte impetrante con la emisión de los actos impugnados, en ese sentido se estima que por su parte el Legislador condicionó la posibilidad del estudio del acto administrativo relacionado con un actividad regulada a la existencia de la concesión, licencia, permiso o autorización según el caso de que se trate, de este modo, el artículo 261 establece un catalogo de causales de improcedencia del proceso administrativo y en su artículo 262 contempla las causas de sobreseimiento del juicio de nulidad. . . . . . . .  

En consecuencia,  la parte actora no detenta un derecho subjetivo a efecto de dirimir la legalidad del acto que pretende controvertir ante este Órgano de Control de Legalidad a demandar la nulidad de los actos debatidos. Siendo lo anterior así y a mayor abundamiento, sobre el particular cabe resaltar que el segundo párrafo del artículo 243, de la multicitada Ley Orgánica Municipal, así como el 9 segundo párrafo, 251 fracción I, Incido a), del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, no contemplan el interés legitimo a favor de los particulares, de ahí que, en el proceso administrativo no es suficiente que el impetrante resulte afectada por un acto administrativo, sino que es menester que tenga a su favor un derecho subjetivo administrativo tutelado por una norma jurídica, pues como se dijo, no demostró en autos de esta causa administrativa que cuente respectivamente con  la autorización de uso y ocupación. . . . . . . . . . . . . . . . 
Por tal motivo, si no se cumple con el mencionado requisito de procedencia del proceso, respecto a los actos emitidos dentro del expediente 0135/2019- U, y de los cuales se clausuró temporalmente el inmueble afectó así como se   impuso una multa por la cantidad de $12,673.50 (Doce mil seiscientos setenta y tres pesos 50/100 Moneda Nacional), por no haber exhibido la autorización de uso y ocupación  para uso de “comercio de abarrotes y rastro bobino y porcino”; pues, como quedó apuntado, la exigencia para la procedencia del proceso es el interés jurídico y no el interés legítimo, ya que son diferentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto a esta diferencia, resulta aplicable el criterio sostenido por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato ahora Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, visible en la página 156 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“INTERÉS JURÍDICO, SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS SIMPLE.- Resulta trascendente explicar la diferencia que existe entre los diferentes tipos de interés reconocidos: jurídico, legítimo y simple. Primeramente, debemos mencionar que el interés jurídico se traduce en lo que se conoce como derecho subjetivo, es decir, aquel derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, así tenemos que el acto de autoridad que se reclame tendrá que incidir o relacionarse con la esfera jurídica de algún individuo en lo particular; esto es, tal interés consiste en la existencia de un derecho legítimamente tutelado y que al ser transgredido por la actuación de la autoridad, faculta al agraviado para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando la reparación de dicha transgresión. Por su parte, el interés legítimo es aquel que tienen quienes invocan situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos, diferenciados del conjunto general de la sociedad, por lo que para que exista este interés es suficiente que los particulares, principalmente los pertenecientes a un grupo diferenciado de la sociedad, resulten afectados por actos contrarios a la ley. En cuanto al interés simple, éste lo tienen las personas como cualquier miembro de la sociedad que desean que las leyes se cumplan y para quienes el ordenamiento sólo prevé la denuncia o acción popular.” (Expediente: 5.335/03. Sentencia de fecha 24 de  mayo de 2004. Actores: Raúl  Aguilar  Zacarías y J.  Salomón Ramírez Ramírez. Demandada: Ayuntamiento de Acámbaro, Guanajuato.) .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que en la especie resulta improcedente el presente proceso administrativo, al actualizarse la causal prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en consecuencia, de acuerdo lo establecido por la fracción II del artículo 262 del mismo Código, lo procedente es sobreseer este proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracciones I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE:. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . . . . 

SEGUNDO.- Se  ACTUALIZÓ la causal de improcedencia analizada de oficio, por lo cual se decreta el SOBRESEIMIENTO del proceso, acorde a lo establecido en  el segundo considerando de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Con lo anterior y siendo las 11:50 once horas con cincuenta minutos, del día de su inicio, se da por terminada la presente audiencia. Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos,  el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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